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norma legal o reglamentaria ha podido tomar en considemción». Y en
el mismo sentido las SSTC 187/1987 y 235/1988 han4eclanldo que no
toda reducción de las posibilidades de acción o de la capacidad de obrar
de un sindicato puede calificarse de atentado a la Iibel:lad sindical, sino
que es preciso que esas eventuales restricciones seanatbitJria$, injustifi-
cadas o contrarias a la Ley. .

6. El adecuado análisis de la cuestión planteada exige también
poner de manifie,sto cual es el significado y~ del arto 10.3.3

,L.O.L.S., pues tal finalidad, según se desprende de lOS ~namiento. del
voto particular, no es tanto la de configurar una infol'l'QCiÓDgeneral de
los delegados sindicatessino instrumentar una proteecióndel trabajador
afiliado, en la medida en que la intervención previa del'ó~o sindical
permita a éste ejercer un control, aunque solo sea en -auetiencia sobre la
decisión empresarial y desarrollar oportunamente uria'defensa eficaz de
sus afiliados. En el mismo sentido la doctrina ha ..maJado que tal
finalidad consiste en otorgar UQlj \,,:otección adiciOlla1, al tra~jador
sindiéado PlIra que no se vea restri~, limitado o~ en el pleno
ejercicio de su derecho de libertad,..ndica1tipificado llD·e1 arto 2.1 de la
L.O.L.S. en línea con la prol<;cciÓl) wnferida por el Convenio núm. 87
de la OIT. ' .

Pero, aun admitiendo la validez de dicha interpRllación teleológica,
fácilmente se comprenqe que, en el caso que nos~,d trabajador no
dispensó la necesaria actividad de levantamiento de ·"caraas inberen~
tes al cumplimiento de aquella finalidad. De ... modo, según se
desprende de las actuaciones, es evidente, en primer!lllar, que no hay
indic,io alguno de que el trahajad,Or hubiera puesto. mjmifiesto a la

. Empresa SEGRESA el hecho de su afiliación al Sindilato -arto 108.2 c)
nueva L.P.L.-; además, tampoco ha)' constancia de "'1101*1 dofllllDdante
comunicara al Delegado Sindical doCC.oo. en la Em...... 1a existencia
de su despido -ni con anterioridad alplanteamiento,dltlademaJÍda, ni
tampoco con posterioridad, antes de la celebración cJel,ju.icio-. Debido
a tales incumplimientos, no se puede hacer recaer. la Empresa la
obligación de notificar al Delegado Sindical correspeadieote el despido
de un trahajador afiliado, pues dicha obligación ~" puede surgir
cuando eltrahajador, al menos, ha puesto en conocimloB18 del empresa.
rio su condición de afiliado a un. sindicato.

De otra parte, el trabajador~recurrente, a quien. -~comunicó en
debida forma el despido, tuvo" en todo momento, la posibilidad de
alegar y pro~r lo que estimó conveniente pera lI.·l!efensa de sus
derechos e intereses legitimos, tanto en el aeta deljllicio-én el que, no
obstante, quedó meridianamente acreditado su grave iaoum{)limiento
contractual, según se desprende de 1¡ls resoluciones jlMliciales Impu~a·
das-, como previamente, mediante la celebración dd.ácto de conCIlia
c~ón ante la Dirección Provincial de Mediación, Ar~e y, Concilia
CIón, por lo que en modo alguno se produjo indefeQlión.

. En cualquier caso, aun cuando el Delegado Sindk:al nunca hizo uso
del repetido derecho de audiencia, ni reaccionó~,al incumpli.
miento del arto 10.3.3 L.O.L.S., como consta que el despido se fundó en
razones absolutamente ajenas a la actividad o hecho sindical-presentar
certificados judiciales falsos para intentar justificar la .lta de asistencia
al trabajo-, dicho derecho de audiencia hubiera devenidO absoJ:utamente
innecesario, tal y como lo demuestra ·Ia circunstancia_ que cuando el
despido fue comunicado con posterioridad al Sind~ ce.OO., dicho
Sindicato, titular de) derecho de audiencia, no reaccionó frente a tal
supuesta infracción de la libertad sindical, pues, de entender producida

Sala Primera. Sentencia 31/1992, de 18 de marzo. Recurso
de amparo 1.949/1988. Contra Sentencia del Juzgado de
Primera Instancia núm. 26 de Madrid, dictada en apela
ción de juicio de desahucio. Vulneración del derecho a la
lutela judicial efectiva: interpretación excesi'famente rigu
rosa ~de )0 dispuesto por el art. . 14804 di lá Ley de
Arrendamientos Urbanos.

La. Sala Prirytera del. Tribunal. Constitucional, compuesta por don
F[ancl.sco Tomas y Valiente, PreSidente; don Fernando García-Mon y
Gonzalez-Regueral, don Carlos de la Vega Benayaa, don Luis López
Guerra y don Vicente Gimeno Sendra, Magistrados,' ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.949/1988, promovido por don Angel
Samp~dro Garcla, representado por el Procurador de los Tribunales don
FranC1SC? Alvarez del Valle García y asistido por el Letrado don Javier
PlataVclga, contra Se~tencia de I de septiembre de 1988 del Juzgado
de Pnmera ~nsta~cla numo 26 de Ma~nd, dictada en apelación del juicio
de desahuciO num.447/1986, segUIdo ante el Juzgado de DIStrito
numo 18 de esta capital. En el proceso de amparo ha comparecido el

la lesión, debió de haber ejercitado las correspondientes acCiones
judiciales -que la Ley expresamente le conflere;arts. 13 y 14 L.O.L.S.
y arts. 174 y ss. de la nueva Ley do Procedimiento Iabora1- o, al menos,
haber comparecido en este recurso para sostener la pretensión de
amparo, lo '1ue tampoco ha hecho.

Por conSiguiente, cabe estimar. cumplida la finalidad y alcance del
art, 10,3.3 L.O.L.S. en las actuaciones judiciales previas al presente
recurso de amparo.

7. Por lo que hace referenda, para concluir, a la vulneración del
derecho de presunción de inocencia -arto 24.2 C.E.- también invocado
en la demanda, debe partirse del alcance específico y en cierto modo
restrictivo que el derecho de presunción de i'óOCencia tiene en el ámbito
laboral, pues su camjJo de aplicación natural es el proceso penal (y, por
extensión, el procecimiento administrativosairCionador) y,si bien en un
primer momento este Tribunal entendió atilicable tal derecho a dicha
clase de procesos en tanto en cuanto la juriSdicción laboral ha venido y
viene sostel1iéndolo, posteriormente ha rectificado .y es. hoy doctrina
uniforme el considerar aPlieable,la. p....unCióii de inocencia exclusiva·
menté en el ámbitódel~ p<!nal. Djéha dóclrina se funda,
esencialmente.· de un lado, en que el despido .no es más que una
resolución contractual y por tanto no conlleya la aplicación del derecho
penal adminsitrativo, y, d. otro, en que la conside~ión por los
Tribunales laborales de que una conducta implica incumpbmiento
contractual o falta laboral, no incluye juicio'alguno sobre la culpabilidad
o inocencia delrecurrente,cuyo d~o a ser. presumido inocénte no
puede, en consecuencia, haberse vulnerado -en este sentido AATC
213/1982 y 351/1989 y STC 81/1988-. Además, como se ha dicho
también reiteraclame~tepores~ 'tribunal, dicho procedimbmto laboral
se ose por el pnnClplO dispmutlvo y, en él, no se ejerce el lUS puniendi
del Estado.

Lo anteriormente expuesto es suficiente. {)ara desestimar, el amparo
por la alegada causa de presunta infraCCIón de la presunción de
ulocencia, pero,· con independencia de todo eRo, de ·1as actuaciones se
deduce que hubo actividad probatoria basada íundamentalmente en la
circunstancia que fue. el recurrente quien. presentó a la empresa una
inexistente citación judicial para justifICar· su. inasistencia al trabajo.
Dicha actUl~ción, cuando· menos, es contraria-a la buena fe contractual.

.Por tooo ello, esta segunda queja de' aI'Il)!ílro tampoco pUede ser
estimada.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA,

Ha decidido deSestimar el recurso de amparo interpuesto por don
Cesáreo Martín Sánchez.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a diecicx;ho de marzo_de mil novecientos noventa
y dos.-Francisco Tomás y Valiente.-FernandoGarcia-Mon y González
Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-Luis López Guerra.-Vicente
Glmeno Sendra.-Firmado y rubricado.

Ministerio Fiscal yla Entidad «HQslega, Sociedad Anónima», represen
tada.por el Procurador '-ton Francisco de las,Alas Pumariñoy Miranda
y asistida por el Letrado don Luis Docavo AJberti. Ha sido Ponente el.
Presidente, don Francisco Tomás y Valiente, quien expresa el parecer de
la Sala. .

1. Antecedentes

l. Por escrito que tuvo entrada en este Trib~nal el 2 de diciembre
dc 1988. el Procurador de los Tribunales don Francisco Alvarez del
Valle García interpone, en nombre y representación de don Angel
Sa~pedro Garcí~-, recurso de amparo contra-la Sentencia del Juzgado de
Pnmera InstanCia núm. 26 de los de Madrid, de 1 de septiembre de
L988, que desestIma el recurso de apelación interpuesto contra la dietada
por el Jlfzga~Q de Dlstnto numo 18 de la misma ciudad en el juicio de
desahuciO num.44711986.

2. El recurso de amparo se contrae, t;u' síntesis, a los siguientes
. hechos:

a) La Entidad «Hoslega, Sociedad Anónima». presentó demanda de
desahUCIO, por falta de pago de las rentas de unos locales de negocio,
contra el hoy recurre!lte.de amparo, cuyo prooedimientofuetramitado
ante el Juzgado de Oistnto núm. 18. de Madrid (autos núm. 44811986).
Por Sentencia de 14 de noviembre de 1986 el Juzgado estimó la
demanda y decretó el desahucio de los locales:
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b) ..Contra la citada Sentenci~ interpuso el demandado recurso de
apelaclOn ante el Juzgado de Primera Instancia núm. 26 de Madrid
(rollo núm.. l/1987), consignando la cantidad de 169.581 pesetas por las
rentas vencidas desde el acto del juicio. En fecha 9 de diciembre de 1987
tuvo lugar una prim~'!i ~omparecen~!a y diligencia de. vista, e'1 la que.
la parte apelante SOlICito la revocaclon de la SentencIa recumda y la
parte apelada la confmnación de la misma. Posteriormente en fecha 11
de enero de 1988, el apelante consignó, a efectos de tener Por enervada
la ac~ión de desahucio, la cantidad. de 688.262 pesetas por las rentas'
ve'1cI~as desde el mes de noviembre de 1986 al mes de enero de 1988.
ASImISmo, en fech~ 1 de febrero de 1988, consignó la cantidad de 45.043
pesetas correspondIente a las rentas de dicho mes.

cl ror providencia de 23 de febrero de 1988, el Juzgado de Primera
I~stancla aeo.r~Ót pa.ra 111~.·.or proveer y con suspensión.de término para
dictar SentellCIS. a tenor ..de lo dispuesto en los arts.340 y 1.566 de
la L.E.C., req~enr al apel"!!te para que en el plazo de diez dias acreditara
estar al comente en el pago de las rentas. Una vez acreditada la
consignación de las renta¡ vencida~. incluida la correspondiente al mes
de marzo, t.u~o lugar, e119 de ao/il de 1988, l\uevá VISta de apelación,
en la q~~' umcamente c~mparecló, la parte apelante, quien solicitó .1a
rev~acl0'1 de la SentenclS apelada. Con posterioridad, el Juzgado, por
provlden\'la lie .30 de mayo de 1988, ~ñaló el dia 21 de julio siguiente
para la celeb~lón nuevamente de la VISta de apelación, por no haberse
celebrado la vista an~nor ante la Juez que tenía que dictar Sentencia.
No obstante lo antenor, el Juz¡ado,. por p'rovidencia de 19 .de julio de
1988, acordó oír a la partes sobre la poSlble nulidad de actuaciones a
partir. de.10 proveido en fecha de 23 de febrero de 1988, así como la
acreditación de estar el apelante al corriente de las rentas vencidas A lo
largo de la tramitación procesal expuesta, el apelante consignó periÓdica
!D~nte las rentas correspondientes a los meses de abril, mayo, junio y
JulIo.

d) Por Auto de 30 de julio de 1988, el Juzgado decretó la nulidad
de las actuaciones Practicadas desde la providencia de 23 de febrero de
1988, por haberse omiti.do total y absolutamente las normas de
procedimiento previstas, ~n I~ segunda instancia, referente a la resolu~
ción del recurso tras la compa~cencia de las partes y ~us alegaciones
sobre la revocación o confirmación de la Sentencia apelada. Y por
Sentencia de 1 de septie$e de 1988, el Juzaado, luego de razonar que
la Sentencia apelada ha'b'n1f de ser revocada en el pronunciamiento que
no acepta la consignación con efectos enervatorios, desestimó el recurso'
de apelación y confirmó en todos sus extremos la Sentencia impugnada
por omisión del apelante de la obligación de estar al corriente en el pago
de las. rentas durante la sustanciación de la apelación, dado que la
primera consignación después de anunciar el recurso fue hecha el 11 de
enero de 1988,' posteriormente a la comparecencia de las partes, que
había tenido lugar el día 9 de diciembre de 1987. Solicitada aclaración
de la Sentencia por el recurrente, fue denelll1da en Auto de 30 de octubre
de 1988.

3. La representación del recurrente considera que la Sentencia
impugnada vulnera el arto '24.1 de la Constitución, al interpretar con
manifiesto error el arto 148.4 de la Ley de Arrendamientos Urbanos, y
desestimar el recunode apelación por al$o que no se corresponde con
la realidad, toda, vez que la consignaCIón de la rentas durante la
sustanciación de la ,apelación efectivamente se produjo. De este modo,
la Juez niega validez, por tanto, a sucesivas consignaciones y ordena
anular las actuaciones sin una suficiente motivación. Pero, además, y
con mayor relevancia, debe- ponerse de manifiesto que el Juez no
cumplió con el ~uisito exigido por elart. 148.4 L.A.U., ya que, en todo
caso, n<? se requinó al recurrente para que cumpliese con la obligación
de consignar antes de dar lugar a Ja caducidad del recurso. En definitiva,
el rigorismo o el error con que la Juez ad quem interpreta el arto 148.4
L.A.U., le impide entrar a conocer del fondo del asunto y este
formalismo lesiona el derecho del recurrente a una tutela judicial
efectiva (art. 24.1 de la Constitución). Por otrosí se solicita la suspensión
de la ejecución de 'la.Sentencia recurrida. '

4. Por providencia de 23 de enero de 1989, la Sección Tercera de
la Sala Segunda (en ·la actualidad Sala Primera), acuerda admitir a
trámite la demanda de amparo formulada por don Angel Sampedro.
Garcfa, sin perjuicio de 10 que resulte de los antecedentes, y tener por
personado y parte en nombre y representación del mismo al Procurador
de los Tribunales señor Alvarez del Valle. Asimismo, a tenor de lo
dispuesto en el arto 51 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional,
acuerda requerir a los Juz¡ados de Distrito núm. 18 y de Instrucción
núm. 26, ambos de Madrid, para que en el plazo de diez días remitan, .
r~spectivameote, testimonio de los autos núm. 447/1986 y de la apela~

CIÓ.O núm. 1/1987, interesándosc,al propio tiempo el emplazamiento de
qUienes fueron parte en el· mencionado procedimiento, con excepción
del recurrente, que aparece ya personado, para que en el plazo de diez
días, puedan comparecer en este proceso constitucionaL

5. . Por escrito presentado el 9 de febrero de 1989, el Procurador de
los Tnbunales don Francisco de las Alas Pumariño y 'Miranda, en
nombre y representación de «Hoslega, Sociedad Anónima», se persona
en el presente recurso de amparo, solicitando que se entiendan Con él

todas las diligencias que se practiquen en este recurSo, y que en su día
se le entreguen las oapias para poder formular la$ alegaciones pertinen
tes.

6. La Sección, por providencia de 2 de abril de 1989, acuerda tener
por recibidas las actuaOlones remitidas por los Juzgados de Instrucción
núm. 26 y de Distrito núm. 18 de las que se acusará recibo, y por
personado y parte en nombre y representación de la Entidad «Hoslega,
Sociedad Anónima», al Procurador señor De las Alas Pumariño.
Asimismo, y a tenor di: lo dispuesto en el arto 52 de la Ley Orgánica del
Tribunal Constitucional, acuerda dar vista a' todas las actuaciones del
presente recurso deamparQ:. por Un plazo común de veinte días al
Ministerio Fiscal y a 10sPrll<:UJ1l(\ores separes Alvarez del Valle y De las
Alas Pumaripo, para que dentro de dicho término puedan presentar las
alegaciones que a su de~o convengan.

7. La representaci6n del recurrente, en escrito presentado el 28 de
abril de 1989, da pnrrelJl'Oducidos to<Ío~ y cada uno de los hechos
contenidos en el escrito de demanda por ser reflejo exacto en 10
fundamental, de lo que aparece ,en IOS·8Ut05 originales remitidos a este
Tribunal por los órganos judíciaIes. En cuanto al fondo de la cuestión
planteada, reitera que·1a Sentencia dictada en apelación por el Juzgado
de Primera Instancia 1Ill1n. 26 de Mlldrid vulnera el derecho del hoy
recurrente a obtener la tutela judicial efectiva (art. 24.1 e.E.), al estimar
no válidas las numerosas y repetidas consignaCIOnes de ren,ta practicadas
durante la sustanciációR del recurso de apelación. En el presente caso,
además, la denegacióífdel recurso sobreviene después de tramitarse éste
y por causa exc1usivanteRte' procesal, pues la Sentencia impu~nada se
limita.a señalar que, 'si mert se efectuó en su momento la conSignación
para apelar, las siguientes oonsignaciones se producen a partir de la
compareceftcia dt las partes,. razÓtl por la que se declara resuelto el
contrato de arrendamiento. DUrante la sustanciación del recurso el Juez
no ha hecho ningún Ni¡ilerimiento de los previstos en el arto 148.4 de la
L.A.U., y cuando se produce el que aparece il tenor de la providencia de
23 de febrero de 1988, .. cumple por parte del hoy recurrente; asimismo,
cuando el Juzlll1do SOlicita, por providencia de 19 de julio de 1988, que
se acredite estar al corriente de las rentas vencidas, el propio Juzgado,
en pro.videnciadel dia siauientc, manda ofrecerlas cantIdades a la parte
apelada «para ver si la aceptAn o no~.

En segundo térmilloa1e$8 que el Auto dictado el 30 de julio de 1988
por el Juzgado de ape\ac;ión, en el que se acordó la nulidad de ¡as
actuaciones practi<:adás deSde la providencia de 23 de febrero del mismo
año, no fue notificado a ni......... de las partes, razón por la que carece
de ,eficacia en el ~,·y'sila.SentenCia.de apelación lo tuvo en cuenta,
se produce la tndefenaión prohibida por el arto 24.1 e.E., ello con
independencia de que la Justicia civil es rogada y que nadie habia
solicitado la nulid.d·de actuaciones que el mencionado Auto acuerda.

En atención a lo exp-, solicita de este Tribunal que otorgue el
amparo solicitado, de eonfunnidad con el suplico del escrito de
demanda.

8. Por escrito presentado el 28 de abril de 1989, la representación
de la entidad «Hos1ega. Sociedad Anónima~, comparecida como parte
Qemandada, alega. CIl primera término, que el) la exposición de los
hechos de la dem.... se omiten algunos datos importantes. En
concreto, ya los ef~os que interesao,se afirma, de una parte, que la
cantIdad consignada por ~1 demandado para interponer la apelación es
la que consta en los recibos de alquiler y no aplica ningún criterio de
garantía, así como que .las consignaciones realizadas caprichosamente
por el recurrente el 11 de enero de 1988, como luego las posteriores, no
concuerdan con el importe de los recibos de los alquileres vencidos. De
o!ra parte, !s. compa~ncia para la vista~de apelación se señaló para el
dla 9 de dICiembre de 1987 J?Or el Juzgado de Primera InstanCia y se
celebró dicho día con asistenCIa ~e los Abogados del apelante y apelado;
yen. el acto de la comparecencia se acompañaron los recibos de los
alqutleres de los locales desde diciembre de 1986 hasta diciembre
de 1987.

En ~gundo término, aduce Que el recurso incumple los requisitos
estableCidos en el ar!. 44 de'la LOTC. Al respecto alega lo siguiente:
a) En relaCión con la Sentencia de apelación impugnada, el recurso ha
SIdo planteado fuera del plazo previsto en el arto 44.2 de la LOTe,
puesto que el mismo debe contarse desde el. día siguiente a la
notificaCIón de la Sentericia de apelación, y no del Auto dietado el 30 de
octubre de 1988 den.!"!o la aclaración de la Sentencia, resolución esta
ultima que no es recurrible en. amparo por su p'ropia naturaleza. b) Por
lo que respecta al.amparo solicitado en relaCIón con el Auto de 30 de
julio de 1988, aparte de que i8ualmente ha de considerarse extemporá
neo, pues el recurrente tuvo conocimiento de) mismo antes de la
notificación de la Sentencia, también incumple los requisitos exigidos en
los apartados a) y c) del art. 44 de la LOTe. En efecto, el recurrente no
invocó en ninguno de sus escritos presentados ante el. Juzgado de
Primera Instancia Que se vulnerara un derecho fundamental al decre~
tarse la nulidad de actuaciones}' contra el citado Auto no interpuso
recurso de apelación, de eoafomudad con el arl. 381 de la L.E.e. c) En
la demanda, el recurrente no rija con precisión el amparo que solicita
para preservar el derecho' o .libertad que se considere vulnerado tal
como dispone el ar!..49.1de la LOTe. . '
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En tercer ténnino, por lo que respecta al fondo del asunto, considera
que lo que el demandante pretende es convertir al Tribunal y al recurso
de amparo en una tercera instancia. La Sentencia. cóntra la que se
solicita el amparo. está fundamentada y desestima el recurso de
apelación por no' haber consignado las rentas el apelante durante la
tramitación del proceso, y este fundamento encuentra su apoyo en el
arto 1.566 de la L.E.e., redactado conforme a la Ley de Reforma Urgente
de la L.E.e. Este articulo es de orden Público y prevalece sobre la
L.A.U., pues,. es posterior a ella y en sU' disposición derogatoria dispone
la derogación de cuantas disposIciones se opongan (sic). Por ello, al no
haber consignado el recurrente de amparo las rentas vencidas y las que
con arreglo al contrato deba pagar adelantadas, desde diciembre de 1986
a diciembre de 1988, como queda acreditado, y además consignar
transcurrido un mes desde la fecha de la vista, es manifiesto que la
desestimación de la apelación, eS conforme a derecho. De otra parte,
tampoco el Auto de 30 de julio de 1988es materia de amparo, ni vulnera
el art. 24.1 de la e.E. DI ha producido indefensión al solicitante de
amparo, pues en dicha resolución el Juez decretó de oficio la nulidad de
actuaciones, por vicios del procedimien.to, de conformidad con lo
dispuesto en los·arts. 238 y 240 de la L.O.P.J.

En a'tención a las consideracicmes anteriores; solicita de este Tribunal
que dicte Sentencia desestimando el recurso de amparo por las causas
adjudicadas.

9. En su escrito de alegaciones, presentado el 29 de abril de 1989,
el Ministerio Fiscal, luego de exponer los hechos y fundamentos en los
que se basa el recurso, manifiesta que es claro, que .la Sentencií\:
pronunciada en apelación, aun reconociendo que en el fondo tiene raz¡ón
el apelante, par cuanto que la 'consignación de las ren~s efectuada en la
instanda tenía eficaciaenervante'de la acción de.desahucio, conforme
a lo prevenido en el arto 147.1.' de la Ley deArrendamientos Urbanos,
no entra, sin embargo, a resolver el fondo del asunto en congruencia con
esta aseveración, sino que desestima' el recurso de apelación por
entender que en el mismo la consignación de las rentas no la efectuó en
el momento de anunciar la apelación, sino después de la comparecencia.
Pero lo cierto es que el apelante, cuando fue requerido en virtud de la
providencia de 23 de febrero de 1988, acreditó en forma la consignación
de las rentas, hallándose por tanto al corriente del pago de éstas. Tal
providencia quedó sin efecto en virtud del Auto que declaro la nulidad
de lo actuado a partir de dkhaprovidencia, inclusive y, sin notificar este
Auto a la parte apelante, tampoco se le volvió a requerir en la forma que
cstablece el arto 148.4 de la L.A.U. En cualquier caso, queda claro que
el apelante cumplió con el deber de abonar las rentas derivadas del
contrato de arrendamiento, hallándose al corriente del pago durante la
tramitación del proceso en primera instancia y en la apelación.

La ratio del arto 148.2 de la L.A.U. está en impedir que el
arrendatario siga en el goce de la cosa arrendada mientras se tramita el
recurso de apelación sin pagar la renta convenida, en perjuicio del
derecho del arrendador. El precepto se justifica porque en otro caso se
rompería el equilibrio de bIS prestaciones y el contrato mismo, por
incumplimiento de la prestación debida por parte de uno de los
contratantes, generando una situación jurídica de enriquecimiento ilícito
para el arrendatario que continuaría en el goce de la cosa sin contrapres
tación. De ahí que se le imponga el deber de acreditar el pago de las
rentas o bien de haber efectuado la consignación. Por ello, ~aber

acreditado el'paso de las rentas'o hecho la consignaG,ión es presupuesto
procesal necesano para Que el arrendatario pueda interpone~ recu~o de
apelación, constituyendo, como hadecla~ este Tribunal, un requisito
imperativo y de orden público que debe apreciarse de oficio por los
Tribunales (STC 104/1984) porque la tutela judicial queda satisfecha
con la obtención de una resolucióri fundada en derecho, que podrá ser de
¡nadmisión del recurso si -concurre cauSa legal para deClararla. Pero si la
falta de pago de la renta o, en su caso; la consignación, es una causa legal
de inadmisión del recurso de apelación en materia arrendaticia, cuya
aplicación por el órgano judicial, debidamente acreditada, satisface el
derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, no puede sin embar~o
convertirse en un obstáculo procesal que impida al órgano judic13l
pronunciar -una resolución sobre el fondo del asunto, cuando de las
actuaciones aparece que el arrendatarlocumplió con su obligación de
pagar las rentas (consignándolas; 'en este caso). En las numerosas
ocasiones que se ha pronunciado este Tribunal sobre- la exigencia
establecida en el arto 148.2 de la LAU,siempre lo ha hecho en el sentido
contrario a una interpretación formalista y rigurosa del, precepto, por
entender que, frente a ella, debe prevalecer una inter.pretación teleoló
gica o finalista de la norma que tenga presente el sentido de las formas
en el proceso y no convierta en obstáculo insalvable el incumplimiento
involunlario y no malicioso de requisitos formales. Por ello ha afirmado
con reiteración que el derecho a la tutela judicial efectiva exige una
mayor flexibilidad en la aplicación de dicho precepto para evitar que el
requisito exigido, en principio constitucionalmente legítimo, pueda
convertirse en un obstáculo desproporcionado para recurrir (por todas,
STC 62/1989). Por otra parte, también ha declarado el carácter
subsanable de la falta de justificación del pago de las rentas, por lo que
el órgano judicial deberá ofrecer a_la parte la posibilidad de subsanar el

defecto, COIOO en este casó hizo el Juzgado en la .providencili de 23 de
febrero, que luego anuló, a pesar de que el apelante acreditó en ese
momento haber efectuado la eonsígnación'de las rentas devengadas. En
este sentido cabe citar la STC 46/1987.

En el caso de este recurso, la $entencia de apelación, aun admitiendo
el derecho material del apelente, por un defecto meramente formal y
subsan'able -y subsanado-no entra a conocer del fondo del asunto por
haberse efectuado la consignación de las'rentas, ya durante el trámite de
la apelación, ~ destiempo. Pero lo cierto es que el Juzgado habia
admItido el recurso de apelación (providencia de 26·de enero de 1987);
acordó citar a las partes para la .comparecencia prevista en el arto 1.585
de la L.E.e. (providencia de 27 de octubre de 1987) celebrandose ésta
el 9 de diciembre de 1987. Después, por providenclli de 23 de febrero
de 1988, el Juzgado de Primera Instancia acuerda requerir al apelante
para que acredite estar al corriente del pago de las rentas; lo que efectúa
oportunamente, providencia esta última que fue, anulada posteriormente
por aulo que no llegó a notificarse al ·apelante. Es ciertoque el arto 24
de la Constitución no constitucionaliza tOdo el derecho procesal,'pero sr
obliga a aplicar e interpretar las normas: procesales de manera que se
cumplan de acuerdo con su fin especifico,que no es otro que el de
ordenar adecuadamente la actividad procesal,· instrumento necesario
para la realización práctica de los derechos de los ciudadanos~ Por lo
expuesto, el Fiscal estima que procede dictar Sentencia por la que se
conceda el amparo solicitado por don Angel Sampedro Garcia.

10. Por Auto de 20 de febrero de 1989, dicíado en la pieza separada
de suspensión, la Sala 'acordó suspender la' ejecución de la Sentencia
dictada elIde septiembre de 1988 por el JuzsadO de Primera Instancia
aúm. 26 de los de Madrid en el rollo de apelación núm. 1/1987, y la del
Juzgado de Distrito núm. 18 de la misma ciudad de 14 de noviembre
de 1987 en los autos de juicio de desahucio núm. 447/1986.

11. Por providencia de 16 de marzo de 1992,. se stilaló para
deliberación y fallo de la presente Sentend.a el dia 18 de marzo siguiente.

n. Fundamentos jurídiCos

l. La cuestión planteáda en el presente ~.curso de amparo consiste
en determinar si ha resultado vulnerado ef~~ho a la tutela judicial
efectiva (art. 24.1 C.E.), como consecuencia de haber desestimado el
Juzgado de Primera Instancia núm. 26 de Madrid la apelación inter
puesta por el hoy demandante de amparo, confirmando en todos sus
extremos la Sentencia apelada, por omisión delapelante de la obligación
de estar al corriente en el pago de las rentas vencidas 'durante la
sustanciación de la segunda instancia. Esta es la única cuestión que, debe
~esolverse en el presente recurso, puesto que, en realidad, todas las
demás alegaciones referidas a las distintas resoluciones d~ctadas durante
la confusa y dilatada tramitación de la segunda instancia, y a su
posterior anulación de oficio por la Juez de apelación, aparecen
desligadas de lo que es el origen y causa de la presunta vulneración del
derecho fundamental a obtener· la tut¡:la ju<:iiClal efectiva.

Pero antes de resolver el fondo de la cuestión planteada es preciso
examinar las causas de inadmisión ap4n~4as por la represen~ciónde
la parte demandada en su escrito dealepCiories. En primer término! la
pr~sentación por el recurrente de amparo de un recurso de aclaraCión
contra la Sentencia' de apelación no puede considerarse, dadas las
peculiaridaqes del presente caso, constitutiva de una, maniobra para
prolongar artificialmente el plazo de interposición del amparo, nio
tampoco que dicha presentación fuera evidentemente injustjficada,_ por
lo que, dc conformIdad con reiterada doctrina de este Tripunal (por
todas, STC 73/1991), yde acuerdo también.eon lo dispuesto en el arto
407 de la L.É.e. no es posible apreciar la· éxtemporaneidad de la
demanda. En se~undo término, la delimitación del objeto de este
proceso constitucIOnal, en los términos antes dichos, hace innecesario
analizar la concurrencia de las otras causas de inadmisión aducidas.
puesto que las mismas se refieren a resoluciones respeCto de las cuales
ningun pronunciamiento cabe hacer.

2. Este Tribunal ha venido afirmaJido reiteradamente que el acceso
a los ~cursos forma parte integrante del derecho' a la tutela judicial
efectiva, que consitituye una de sus vertientes y que, además, el
contenido de ese derecho no se agota en el acceso al recurso, sino que
comprende el derecho a obtener una resolución jurídicamente fundada,
que puede limitarse, sin embargo, a declarar la inadmisión del recurso
en el caso de queno se den los requ.sitos legalmente establecidos (SSTC
37/1982,19/1983 y 93/1984, entre muchas otras). Al mismo tiempo ha
dicho que los órganos juaiciales están obligados ainferpretar las
disposiciones procesales en el sentido más favorable para la efectividad
del derecho que consagra el arto 24.1 de la Constitución (STC 90/1986),
evitando la imposición de formalismos enervantes, contrarios al espíritu
y finalidad de la norma, y el convertir cualquier irregularidad formal en
un obstáculo insalvable para la prosecución del proceso, al margen de la
[unción y sentido de la razón y finalidad que mspira la existencia del
requisito procesal (SSTC 69/1984 y 90/1986). Ello significa que al
examInar el cumplimiento de los requisitos procesales, el órgano judicial
está obligado a ponderar la entida4 real del vicio advertido, en relación
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con la sanción del ci.erre del proceso y del acceso a la justicia que de él
pueda derivar y, además, permitir en 10 p,osible.la subsanación del vicio
advertido (STC 49/1989). Si el órgano.judicial no hace posible la
subsanación de un defecto formal que pudiera considerarse como
subsanable o impone un rigor en las exigencias formales más allá de la
finalidad a que la. misma responda. la resolución judicial que cerrase la
vía del proceso o dél recurso sería incompatible con la efectividad del
derecho fundamental a la tutela judicial que tutela el arto 24.1 de la
Constitución. Más concretamente, por.1o que se refiere a la necesidad de
consignar las rentás vencidas para la válida interposición y sustanciación
de los recursos planteados en los procesos arrendaticios, sq;ún exigen
tanto la L.E.C. como la L.A.U., este Tribunal ha considerado Justificadas
dichas exigencias' legales por su objeto consistente en evitar que, el
arrendatario se valga del pleito para dejar de satisfacerla renta durante
la tramitación del mismo (¡>or todas, STC 104/1986), pero tales normas
han de ser interpretada~ teleológicamente, teniendo en cuenta la
finalidad perseguida por el legislador, que es la de ase8urar que el
sistema de recursos no sea instrumentalizado como maniobra dilatoria
en claro perjuicio de la contraparte (por todas, STC 46/1989).

3. En el caso que ahora nos ocupa, el examen de las actuacíones
arroja, a .los efectos que para la resolución del recurso interesan, los
sigulentes resultados: _

l.o Al tiempo·· de interponer el recurso· de apelación, el hoy
recurrente.consignó la cantidad correspondiente por las rentas vencidas
desde el·acto del juicio.en primera instancia. El recurso planteado fue
admitido por el Juzgado de Dislrito y después, previa personación de!
recurrente, tramitado ante el Juzgado de Primera Instancia núm. 26 de
Madrid.

2.° En fecha 9 de diciembre de 1987 tuvo lugar la vista del recurso,
en la que la parte apelada, entre otros motivos,alegó la falta de
consignación por .Ia apelante de las rentas vencidas durante el período
de tramitación del recurso de apelación. Días después, en fecha 11 de
enero de 1988, el apelante consignó la cantidad co~spondientea dicho
período; con posterioridad, y de forma ~riódica, el recurrente consignó
las rentas vencidas durante la -tramitaCIÓn de la apelación.

3.0 El Juzgado de. Primera Instancia, luego, de una larga y confusa
tramitación procesal~e:~t"~'quese llegó a celebrar una nueva vista de
apelación y después se deCretó de oficio la nulidad de todo lo actuado
a partir de lo proveído en fecha 23 de febrero de 1988, dictó Sentencia
e! l de septiembre de 1988. En dicha Sentencia, la Juez, no obstante
razonar la estimación de la cuestión de fondo planteada en el recurso,
desestimó éste porque el recurrente había consignado las rentas vencidas
desde la interposicIón del recurso de apelación con posterioridad a la
celebración de la vista de apelación.

4. De cuanto antecede, y de conformidad con la doctrina constitu~

cionalantes expuesta, ha de concluirse que, en el presente caso y
teñiendo" en cuenta las circunstancias concurrentes, la desestimación del
recurso de apelación por el solo hecho de que durante un periodo de
tiempo de la larga tramitación del recurso el recurrente ;00· estuvo al
corriente del pago· de las rentas vencidas en ese, concreto período, ha
lesionado el derecho fundameJIlal, del recurrente a obtener la tutela
judicial efectiva garantizado por el arto 24.1 de la C.E.

En efecto, es evidente que la Sentencia ahora impugnada desestimó
el recurso de apelación, aunque no lo dip expresamente, en aplicación
de lo dispuesto en el párrafo 4 del arto 148 de la L.A.U. Dicho precepto,
que reproduce sustancialmente la norma del arto 1.567 de la L.E.C.
referida a los recursos de casación, establece que durante la sustancia
ción de los recursos interpuestos por el inquilino oarrendatario vendrán
éstos obligados al pago o consignación de la renta y que «el incumpli-

Sala Primera. Sentencia 32/1992. de 18 de marzo. Recurso
de amparo 2.078/1988. Contra Seniencia del Tribunal
Central de Trabajo, revocando Sentencia de la Magistra
tura de Trabajo de Cuenca. en autos de reclamación de
cantidad. Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva: congruencia de la Sentencia recurrida.

La Sala Primera del Tribunal Cónstitucional, compuesta por don
Francisco T-omás y Valiente,. Presidente; don Fernando García-Mon y
González-Regueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Luis López
Guerra y don Vicente Gimerio Sendra, Magistrados, ha pronunciado ~

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.078/1988, interpuesto por la Red
NaclOnal de los Ferrocarnles Españoles (RENFE), representada por el

miento de esta obligaciÓn dará lugar a la caducidad del recur~ siempre
que, requerido por el Juez o Tribunal que conozca del ~llsmo, no
cumpliese tal obligación en el término de cinco días». Pero es Igualmente
claro de una parte, que el Juzgado de apelación en ningún momento
requi'rió al hoy recurrente para que cumpliera la obligación impuesta por
el arto 148.4 de la L.A.U., antes citado, ni siquiera después de la
celebración de la vista de apelación, en la que la parte apelada a,legó
expresamente la falta de consignaci~n a los ~~ec~os pre.ve1'!i~os en dIcho
precepto. Y, de otra parte, aún sm reqummIento JudiCIal, la parte
apelante consignó las rentas adeudadas días después, en fecha 11 de
enero de 1988, muchos meses antes de Que por la Juez de apelación se
procediera a dictar Sentencia (en fecha 1 de septiembre de 1988). .

Resulta ,indudable, por tanto, que la desestImaClOn :-meJ'?~ cadUC1
dad- del recurso de apelación por la demora en la consIgnacIon d;e las
rentas. no obstante ~u consignación posterior, ha sido consecuenCIa ,de
una interpretación excesivamente ,rigurosa y claramente deSProporcIO
nada de lo dispuesto en el arto 148.4 de la L.A.U., teniendo en cuenta,
de una parte, que eí Juzgado nunca exigió ~I cumplimiento ~el requisito
luego apreciado como causa de desestimación en la SentenCia, y: de otro
lado, Que la decisión adoptada ha impedido ,un pronunciamiento de
fondo sobre la pretensión deducida por el recurrente en segunda
instancia en base a una omisión o demora en la consignación de las
rentas, cuya trascendencia real, si la tuvo, ha sido sensiblemente
atenuada por la tramitación seguida en el propio recurso, en la· que se
produjo la subsanación por el.propio curso de los hechos. De otra parte,
es preciso señalar que durante el largo y,anómalo desarrollo,del proceso
en la segunda instancia, en modo alguno imputable a la conducta
procesal del hoy recurrente, éste cumplió con la obligación de consignar
las rentas venCidas, razón por la cual la inicial tardanza en el pago de
determinadas rentas vencidas, luego consignadas, impide afirmar que en
la apelación de este proceso arrendaticio haya incumplido el apelante la
finalidad de la carga de estar al corriente del pago de las rentas.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el amparo solicitado por don Angel Sampedro Garda y, en
su virtud:

l.o Reconocer el derecho del recurrente a la tutela judicial efectiva.

2.° Anular la Sentencia de 1 de septiembre de 1988 del Juzgado de
Primera Instancia núm. 26 de Madrid, dictada en el rollo de apelación
núm. 1/1987.

3.° Retrotraer las actuaciones al momento procesal inmediata
mente anterior al pronunciamiento de.la citada Sentencia, pára que en
ella el Juzgado de Primera Instancia núm. 26 de Madrid se pronuncie
sobre el fondo de las pretensiones dedu~idas en el recurso de apelación
formulado contra la Sentencia del Juzgado de Distrito núm. 18 de
Madrid.

Publiquese esta Sentencia en el «Iloletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a dieciocho de marzo de mil novecientos noventa
y dos.-Francisco Tomás y Valieníe.-Femando García-Mon y González~

Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-Luis López Guerra.-Vicente
Gimeno Sendra.-Firmado y rubricado.

Procurador de los Tribunales don Rafael Rodríguez Montaút y asistida
del Letrado don Luis F. Díaz Guerra, contra la Sentencia de 17 de
ootubre de 1988 de la Sala Primera del Tribunal Central de Trab'lio, ha
comparecido, además del Ministerio Fiscal, el Procurador de Jos
Tribunales don José Luis Granizo 'Oarcía-Cuenc.a, sustituido posterior
mente por el Procurador don Roberto Granizo Palomeque, en nombre
y representación de don Emiliano Lloret Culébras, don Henicio Lloret
VilIalba. don José Burgos Diez, don Julio Torrecilla Torrecilla, don
Pedro Soria Reyes, don Alejandro Laín Montón, don Joaquín· Martínez
Gonzá1ez y don José Botia Panales, asistidos del Letrado don Javier S.
Berzosa Lamata.

Ha sido Ponente el Magistrádo don Carlos de la Vega Benayas, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia el 16 de
diciem.bre de 1988, registrado eneste Tribunal el día 20, el Procurador


